	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 

En el proceso judicial por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos, seguido por el ciudadano CÉSAR AUGUSTO RAMOS, representado por la abogada María Dos Santos, contra la empresa EMBOTELLADORA METROPOLI​TANA, C.A., ahora denominada COCA-COLA REFRESCOS,  C.A., representada por los abogados Francisco Hung Vaillant, Rafael Villegas, Pedro Ledezma, Leondina Della Figliuola y Eduardo Delsol; y actuando como tercero opositor la sociedad mercantil DDA INDUSTRIAL, C.A., representada judicialmente por el abogado Frederick Cabrera; el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, con sede en Maiquetía, dictó sentencia en fecha 21 de marzo de 2001, en la cual declaró con lugar la demanda, confirmando la decisión de Primera Instancia.

Contra dicha decisión de Alzada, la parte demandada anunció recurso de casación, el cual, una vez admitido, fue oportunamente formalizado. Hubo impugnación y réplica. No hubo contrarréplica.

 

Recibido el expediente, se dio cuenta en Sala en fecha 31 de mayo de 2001 y se designó ponente al Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz. 

 

Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y cumplidas como han sido las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, con base en las consideraciones siguientes:

 

RECURSO DE CASACIÓN POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

 

Ú N I C O

 

De conformidad con el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, el recurrente delata la infracción del artículo 12 y ordinal 5º del artículo 243 eiusdem.

Para fundamentar su denuncia, el recurrente textualmente señala:

 

“Consta del escrito de contestación a la demanda, que mi representada Coca Cola Refrescos, C.A. opuso una serie de defensas, excepciones y alegatos que se pueden esquematizar o agrupar, de acuerdo a la forma en que fueron tratadas y/o mencionadas en el fallo recurrido (…).

Estas defensas, si bien es cierto fueron reseñadas en la parte narrativa del fallo, no fueron objeto de análisis y/o decisión por la recurrida, violando las previsiones contenidas en los artículos 12 y  numeral 5 del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil.

La sentencia recurrida procedió a hacer un análisis de las defensas de prescripción y de perención de la instancia, y produjo en el fallo una decisión al respecto. Pero omitió el análisis y la decisión respectiva en cuanto al desconocimiento de los documentos marcados B, C, D, E y G que realizó mi representada al contestar al fondo de la demanda. Tampoco la recurrida se pronunció sobre el improcedente pedimento de la parte actora. 

(…) Es de observar a los ciudadanos Magistrados, que ni aun bajo la premisa de la improcedente confesión ficta declarada en la sentencia recurrida, podía el Juez sentenciador de la segunda instancia, omitir esos pronunciamientos, puesto que, sí decidió en forma expresa las defensas de prescripción y perención de la instancia, ha debido hacer lo propio con las restantes” (sic).

 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

 

 

La empresa demandada -recurrente en casación- le imputa a la sentencia objeto del presente recurso, el vicio de incongruencia negativa u omisiva, por infracción del ordinal 5º del artículo 243 del vigente Código de Procedimiento Civil.

 

Fundamenta su denuncia en que “bajo la premisa de la improcedente confesión ficta declarada en la sentencia recurrida, no podía el Juez sentenciador de la segunda instancia, omitir esos pronunciamientos, puesto que, sí decidió en forma expresa las defensas de prescripción y perención de la instancia, ha debido hacer lo propio con las restantes”.

 

Así las cosas, lo primero que la Sala debe señalar al recurrente es que, el sentenciador actuó correctamente al decidir como puntos previos en el fallo, las defensas de prescripción y perención de la acción, por “cuanto éstas constituyen cuestiones jurídicas, las cuales, dada su naturaleza, son previas, con fuerza y alcance procesal suficiente como para destruir  todos los demás alegatos” (Sentencia No. 38 de la Sala de Casación Social de fecha 9 de marzo de 2000).

 

Por otro lado, la Sala debe señalar que en virtud de haber el Juez declarado que “en el presente caso, al no haberse contestado la demanda en los términos previstos en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, ya que no se determinó en forma clara cuáles hechos alegados rechazaba, al no fundamentar el motivo del rechazo, ni haberse promovido en el presente juicio prueba alguna que le favoreciera y no ser contraria a derecho la petición formulada por el actor, hace que la presente demanda deba prosperar en derecho. Y así se decide”. (vide: folio 140 de la pieza No. 10 del expediente), no tenía por qué revisar los restantes alegatos de la parte demandada.

 

Lo expuesto en el precedente párrafo es avalado por la jurisprudencia de esta Sala, al expresamente señalar:

 

“De allí, que en los casos en los que la parte demandada no promoviera prueba alguna en la oportunidad legal para ello, o aun promoviéndola, lo hiciera de manera extemporánea, la confesión queda ordenada por la ley, ya no como una presunción, sino como una consecuencia legal, y en tal sentido, el Sentenciador no se encuentra obligado a verificar si la pretensión es o no procedente, si son veraces o falsos los hechos y la trascendencia jurídica de los mismos, pues, sólo le resta constatar que la acción no esté prohibida por la ley, es decir, que sea contraria a derecho, para luego, decidir ateniéndose a la confesión acaecida.

Para mayor abundamiento de lo concluido ut supra, resulta pertinente transcribir la siguiente jurisprudencia:

“(...) Vencido el lapso de promoción de pruebas, sin que la parte demandada promueva alguna que le favorezca, la confesión queda ordenada por la Ley, no como presunción, sino como consecuencia legal, por haberse agotado la oportunidad de probanzas, aun en contra de la confesión. Ya el Juzgador, no tiene por qué entrar a conocer si la pretensión es o no procedente, si son veraces o falsos los hechos y la trascendencia jurídica de los mismos, sino que constatado que la pretensión no está prohibida por la Ley, lo cual es un hecho negativo, debe decidir ateniéndose a la confesión del demandado”. (Sentencia de la Sala de Casación Social de fecha 14 de junio de 2000)

 

 

 

De conformidad con todo lo anterior, esta Sala desestima, por improcedente, la primera denuncia del escrito de formalización. Así se declara.

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

 

- I -

 

De conformidad con el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, el recurrente delata la infracción del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo y el artículo 1.354 del Código Civil y los artículos 12 y 506 del Código de Procedimiento Civil, por incurrir en un error de interpretación y negarle aplicación a normas legales vigentes.

 

Para fundamentar su denuncia, el recurrente textualmente señala:

 

“La sentencia recurrida declaró la confesión ficta de mi representada COCA COLA Refrescos, C.A.  fundamentándose en lo siguiente:

‘…En cuanto a la contestación de la demanda efectuada por la accionada, y a las defensas en ella alegadas en la oportunidad de la contestación, debe precisarse lo siguiente: Alegó los puntos previos decididos con anterioridad por este Tribunal, relacionados con la perención de la instancia y la prescripción de la acción propuesta e igualmente se limitó a hacer negativas, puras y simples referidas a algunos puntos del contenido del escrito libelar, referidos al salario diario, alícuota de utilidades, salario mensual, jornada trabajada, vacaciones fraccionadas, utilidades, sin fundamentar las mismas, pero dejando admitidas expresamente por omisión de contradicción, la relación de trabajo existente con el demandante, la fecha de inicio, el cargo desempeñado y otros hechos alegados por la accionante en el escrito libelar…”

(…) Con todo el respeto que me merece el criterio de esta Sala Social del Tribunal Supremo de Justicia, contenido en la sentencia del 15 de marzo de 2000,  (que cita la sentencia recurrida) donde se establece la interpretación que debe hacerse al artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, tengo necesariamente que disentir de él, en razón de las siguientes consideraciones:   

…el legislador laboral sanciona con la admisión tácita de los hechos, al demandado que omita negar uno o alguno de los hechos señalados en el libelo de la demanda. Esta es la única interpretación que se puede realizar del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, ya que es equitativa y justa y no atenta contra el derecho a la defensa ni contra el debido proceso.

 

(…) En el orden de ideas, bajo ninguna circunstancia podía el sentenciador de la recurrida declarar la confesión ficta de mi representada por cuanto tal circunstancia, en la forma como fue interpretada, no está prevista en las normas de derecho. Por el contrario la supuesta confesión ficta es derivada de una interpretación jurisprudencial que aunque respetable, es total y absolutamente contra legen (sic), pues es una interpretación que violenta la voluntad del legislador, como antes se indicó.

(…) Si el Juez de la recurrida hubiera interpretado correctamente el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, y aplicado las normas vigentes contenidas en el artículo 20 del mismo texto legal y en los artículos 1.354 del Código Civil, y 12 y 506 del Código de Procedimiento Civil, no hubiese podido condenar a mi representada al pago de ninguna cantidad de dinero de las que fueron demandadas en el libelo, habida cuenta de que la actora no promovió ni evacuó prueba alguna para demostrar los supuestos hechos que fueron negados y rechazados, de conformidad con lo previsto en el artículo 68 de la Ley Procesal del Trabajo”. 

 

 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

 

 

En la primera denuncia por infracciones de fondo imputadas a la sentencia objeto del presente recurso casación, el formalizante alega que el sentenciador erró en la interpretación del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, por cuanto la interpretación correcta de dicho artículo, es la que el formalizante considera y no la que el Tribunal Supremo de Justicia ha señalado.

 

Establece el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil, que los Jueces de instancia procurarán acoger la doctrina de casación, establecida en casos análogos, para defender la integridad de la legislación y la conformidad de la jurisprudencia.

 

Ahora bien, de una exhaustiva lectura de la sentencia recurrida, parcialmente transcrita por el propio recurrente en la presente denuncia, se evidencia, que el sentenciador de alzada, declaró con lugar la demanda, en base a la doctrina sentada por esta Sala de Casación Social de fecha 15 de marzo de 2000, señalando que “en cuanto a la contestación de la demanda efectuada por la accionada, … debe precisarse lo siguiente: Alegó los puntos previos decididos con anterioridad por este Tribunal, relacionados con la perención de la instancia y la prescripción de la acción propuesta e igualmente se limitó a hacer negativas, puras y simples referidas a algunos puntos del contenido del escrito libelar … sin fundamentar las mismas, pero dejando admitidas expresamente por omisión de contradicción, la relación de trabajo existente con el demandante, la fecha de inicio, el cargo desempeñado y otros hechos alegados por la accionante en el escrito libelar…”.

 

También señaló expresamente la sentencia recurrida, lo siguiente:

 

“En el presente caso, al no haberse contestado la demanda en los términos previstos en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, ya que no se determinó en forma clara cuáles hechos alegados rechazaba, al no fundamentar el motivo del rechazo, ni haberse promovido en el presente juicio prueba alguna que le favoreciera y no ser contraria a derecho la petición formulada por el actor, hace que la presente demanda deba prosperar en derecho. Y así se decide”. (vide: folio 140 de la pieza No. 10 del expediente).

 

 

 

Es por lo anterior, que contrariamente a lo aseverado por el formalizante, la recurrida no infringió por errónea interpretación el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo. Así se decide.

Por otro lado, el recurrente alega que la normativa aplicable al presente caso con relación a la carga de la prueba es la inserta en los artículos 506 del Código de Procedimiento Civil y 1.354 del Código Civil, para lo cual se debe reiterar el criterio sostenido por esta Sala de que, en materia laboral el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, es el regulador de la carga de la prueba en los juicios contenciosos laborales, el cual, a continuación se transcribe:

 

“En el presente caso, el Juez debió aplicar en virtud de su especialidad en materia laboral, el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, el cual según la doctrina de la Sala antes expuesta, ‘establece la forma y el momento en que debe ser contestada la demanda en el proceso laboral, y también, cuándo se invierte la carga de la prueba y cuáles de los hechos alegados por el actor se tendrán por admitidos’”. (Sentencia No. 166 de la Sala de Casación Social de fecha 14 de junio de 2000)

 

 

 

Por último debemos recordar que “precisa el Legislador en el artículo 59 que en caso de que dos leyes vinieran a regular en forma diferente una misma situación prevalecerán las del trabajo, no sólo por ser ley especial de la materia, sino también por el carácter orgánico que ésta tiene” (Sentencia No. 213 de la Sala de Casación Social de fecha 29 de junio 2000). 

 

En virtud de todo lo anterior, se desestima, por improcedente la denuncia ahora examinada. Así se declara.

 

- II -

 

De conformidad con el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la empresa recurrente delata la infracción de los artículos 12 y 362 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto el Tribunal Superior, incurrió en un error de interpretación acerca del contenido y alcance de una disposición expresa de ley.

 

Para fundamentar su denuncia, el recurrente textualmente señala:

 

“La sentencia recurrida, como consecuencia de la improcedente confesión ficta, condenó a mi representado a pagar los ilegales conceptos contenidos en el libelo y transcritos en el numeral anterior. En efecto, en el capítulo III, o parte dispositiva de dicho fallo recurrido, se lee: ‘…En consecuencia, la demandada deberá cancelar la cantidad de DOSCIEN​TOS SETENTA Y CINCO MIL BOLÍVARES (Bs. 275.000,oo) por daños y perjuicios por incumplimiento de las obligaciones en la oportunidad correspondiente, y CIENTO TREINTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS CINCUENTA Y OCHO BOLÍVARES CON DIEZ CÉNTIMOS (Bs. 137.858,10) mensuales, hasta la culminación del juicio en virtud de los intereses correspondientes. (…) De lo expuesto en los párrafos anteriores, se evidencia sin lugar a ninguna duda, que la recurrida mal interpretó el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil”. 

 

 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

En la segunda denuncia del escrito de formalización, el recurrente la imputa a la sentencia objeto del presente recurso de casación, la errónea interpretación del artículo 362 del vigente Código de Procedimiento Civil.

 

Así las cosas, la Sala debe señalar que la infracción por errónea interpretación de un precepto legal por parte de una sentencia, sólo puede configurarse con respecto a aquellas normas jurídicas que sí hayan resultado aplicables, pero correctamente interpretadas, para resolver la materia jurídica sometida a la potestad jurisdiccional del correlativo juzgador.

 

Al respecto, la doctrina especializada en la materia, con irrecusable rigor, ha señalado:

 

“…la interpretación errónea de la norma ocurre, en suma, cuando siendo el que corresponde al caso litigado, se le entendió sin embargo, equivocadamente y así se aplicó” (Murcia Ballén, Humberto; Recurso de Casación Civil, Librería El Foro de la Justicia, Bogotá, 1983, p. 307).

 

 

 

De lo anterior, se evidencia que resulta manifiestamente equivocada la imputación que el formalizante le hace a la recurrida, al sostener que el respectivo juzgador infringió,  por   errónea   interpretación,  una  preceptiva    legal -artículo 362 del Código de Procedimiento Civil-, que no era aplicable en su decisión.  

 

Lo antes aseverado, tiene su asidero en el hecho de que en el presente caso, la parte demandada, dio contestación a la demanda, siéndole aplicable la normativa legal inserta en el  artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo. 

 

Mientras que el artículo 362 del vigente Código de Procedimiento Civil, se aplica supletoriamente en los procesos laborales, pero sólo en aquellos casos en que el demandado no de contestación a la demanda o lo haga de forma extemporánea.  

 

Lo antes expuesto se evidencia con la transcripción que a continuación se realiza de la decisión de fecha 26 de julio de 2001, la cual expresamente señala:

 

 

“En el proceso cuando el demandado no comparece a dar contestación de la demanda, el artículo 362 establece en su contra la presunción iuris tantum de la confesión. 

(…) Por otra parte, debe señalarse, que cuando el demandado no da oportuna contestación a la demanda, el citado artículo 362 del Código de Procedimiento Civil le concede una nueva oportunidad para que promueva las contra-pruebas de los hechos alegados en el libelo de demanda.

 

Sin embargo, es oportuno puntualizar, que el contumaz tiene una gran limitación en la instancia probatoria, pues sólo podrá probar aquello que tienda a enervar o paralizar la acción intentada, hacer como se dijo, la contra-prueba de los hechos alegados por el actor, o demostrar que ellos son contrarios a derecho, mas no aquellos constitutivos de excepciones que han debido hacerse valer en la contestación a la demanda.

 

Ahora bien, establecidos los alcances de la confesión ficta en el marco del artículo 362 antes reseñado, corresponde por lo tanto analizar, lo contenido en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo sobre este particular.

 

Así tenemos, como la Sala en reiteradas veces, se ha pronunciado con relación a la confesión que se instituye en la citada norma de la ley adjetiva del trabajo, cuando por ejemplo, en fecha 14 de junio, señaló que:

‘También debe esta Sala señalar con relación al mencionado artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, en lo referente a cuándo se tendrán por admitidos los hechos alegados por la parte actora, que en estos casos, se deberá aplicar la llamada confesión ficta.

Es decir, se tendrán por admitidos aquellos hechos alegados por la parte accionante en su libelo, que el respectivo demandado no niegue o rechace expresamente en su contestación, o cuando no haya fundamentado el motivo del rechazo, aunado al hecho de que tampoco haya aportado a los autos en la oportunidad legal, alguna prueba capaz de desvirtuar dichos alegatos del actor.

 

En otras palabras, la demandada tendrá la carga de desvirtuar en la fase probatoria, aquellos hechos sobre los cuales no hubiese realizado en la contestación el fundamentado rechazo, de lo contrario, el sentenciador deberá tenerlos como admitidos’. 

 

Conteste con el alcance de la anterior jurisprudencia, es obvio que en los procesos laborales de carácter contencioso, la denominada confesión ficta está contenida en el mencionado artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, solo que ésta se constituye en aquellos casos en los cuales se haya dado contestación a la demanda de manera oportuna, mas no cuando se hubiere materializado la incomparecencia del demandado a dicho acto, o aun dando contestación, lo hace de manera extemporánea.

 

…Lo antes expuesto ilustra de una manera categórica, que el citado artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo no hace referencia alguna a los supuestos en los cuales no se diere contestación a la demanda, o se realice de forma intempestiva.

 

Concluye esta Sala, por mandato del artículo 31 de la propia Ley Adjetiva del Trabajo, que en los asuntos de índole laboral en los cuales la parte demandada no de contestación a la demanda, bien porque no comparezca al juicio para ello, o aun compareciendo lo haga de manera extemporánea, debe aplicarse de forma supletoria el dispositivo contenido en el artículo 362 del Código del Procedimiento Civil. Así se establece.

 

En todo caso, como quiera que el recurrente en su denuncia plantea la obligación del Sentenciador conteste con el alcance del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo, en analizar los elementos cursantes en autos a los fines de verificar si de los mismos no pudiera resultar enervada la pretensión del accionante, e independientemente de la confesión ficta que sobre él hubiere recaído; debe esta Sala destacar conforme a lo precedentemente expuesto, que tal admisión de los hechos ciertamente puede desvirtuarse por algunos de los elementos del proceso, pero con la salvedad, que tanto en los supuestos por los cuales opera la confesión ficta de acuerdo al artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, como en aquéllos regulados en el artículo 68 de la ley procesal del trabajo, la oportunidad para enervar la acción del demandante conforme a dichos elementos del proceso, no es otra que en la fase probatoria, a menos, que se trate de un instrumento que tenga la fuerza de un documento público y se haya acumulado en el proceso con anterioridad. (Sentencia N° 169 de la Sala de Casación Social de fecha 26 de julio de 2001). (Subrayado de la Sala)

 

 

 

De todo lo antes señalado, se evidencia que al presente caso no le era aplicable la normativa señalada por el recurrente como infringida, por errónea interpretación, por lo cual la denuncia sub iudice, resulta improcedente. Así se declara.

 

- III -

 

De conformidad con el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, la empresa recurrente delata como infringidos los artículos 49 y 115 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, los artículos 4 y 1.737 del Código Civil y el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil.

 

Para fundamentar su denuncia, el recurrente textualmente señala:

 

“La sentencia recurrida condenó a mi representada a pagar  a la actora indexación o corrección monetaria sobre la improcedente condena que se impuso a mi representada en el dispositivo de la sentencia.

(…) La aplicación del método indexatorio en materia laboral, proviene de opiniones de los Tribunales de la República, esto es, de la Jurisprudencia, y, por tanto, tales opiniones o criterios jurisprudenciales no son vinculantes erga omnes, ni tiene obligatoriedad legal, por no ser la jurisprudencia fuente de derecho en Venezuela. En consecuencia, tal aplicación es contraria a derecho y a la Ley en virtud de no existir una norma escrita que establezca dicha sanción, es decir, que establezca la aplicación de la corrección monetaria.

(…) se evidencia sin lugar a dudas que la Recurrida aplicó a COCA COLA Refrescos C.A., una sanción que no tiene base legal alguna, en otras palabras, al pretender aplicar la indexación y/o corrección monetaria a mi representada, aplicó incorrectamente los artículos 4 y 1.737 del Código Civil (…) y dejó de aplicar los artículos 49 y 116 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y dejó de aplicar el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil” (sic).

 

 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

 

 

En la presente delación, el recurrente denuncia la “incorrecta” o falsa aplicación por el Juez de la recurrida de la normativa legal inserta en el artículo 4 y 1.737 del Código Civil, dejando por consiguiente de aplicar el artículo 12 del vigente Código de Procedimiento Civil, así como los artículos 49 y 116 de la nueva Constitución.

 

Ahora bien, respecto al motivo de casación de fondo de “falsa aplicación de Ley” la doctrina patria ha formulado la siguiente definición: 

 

“Hay falsa aplicación de la regla de derecho o de la norma jurídica en todos los casos en que la norma es aplicada a una situación de hecho que ella no contempla”. (Márquez Añez, Leopoldo; El nuevo Código de Procedimiento Civil, Fondo de Publicaciones UCAB-Fundación Polar, Caracas, 1987, p. 57).

 

 

Por su parte, la doctrina foránea en torno al motivo de casación de fondo in commento -falsa o indebida aplicación de Ley-, expresa:

 

“Este concepto o especie de violación se presenta cuando, entendida rectamente la norma de derecho en su alcance y significado, se le aplica a un caso que no es el que ella contempla … por cuanto la aplicación indebida, al contrario de lo que caracteriza a la inaplicación, requiere que la norma legal cuya violación se acusa por ese concepto, sí se haya aplicado en el fallo, la Corte en numerosas providencias, ha desechado censuras fundadas en equivocada aplicación de textos legales, cuando estos no se han hecho actuar en la sentencia impugnada, … el quebranto de una norma sustancial  por aplicación indebida ocurre cuando, sin embargo de aplicarlo el Juez en su verdadera inteligencia, la aplica a un caso que ella no regula. Lo cual supone, como es apenas obvio, que esta especie de quebranto ni remotamente puede darse cuando el precepto sustancial no se aplica”. (Murcia Ballén, Humberto; Recurso de Casación Civil, Editorial Librería El Foro de la Justicia, Bogotá, 1983, pp. 303 y 304).  

 

Atendiendo a lo anterior, es obvio que resulta esencial para reputar configurado el motivo de casación de fondo de falsa o indebida aplicación de una norma jurídica, que la sentencia del Tribunal del mérito, objeto del presente recurso de casación, haya empleado la norma denunciada por ese concepto, como fundamento de derecho de su dispositiva.

 

Ahora bien, al examinar la Sala la recurrida en casación, constata que en ninguno de los párrafos que integra su contenido, el juzgador de última instancia hace aplicación de la normativa legal inserta en los artículos 4 y 1.737 del Código Civil.

 

Por ello, es lógicamente inaceptable imputarle a la recurrida la infracción, por falsa o indebida aplicación, de la preceptiva contenida en los citados artículos del vigente Código Civil.   

 

En virtud de lo anterior, la Sala desestima, por improcedente, la denuncia de falsa aplicación de los artículos 4 y 1.737 del Código Civil. Así se declara.

 

Con relación a la falta de aplicación de normas constitucionales delatada por el formalizante, esta Sala debe señalarle, que de existir una infracción de orden constitucional, ha debido denunciarlo el recurrente, como defecto de actividad de conformidad con el ordinal 1º del artículo 313 del vigente Código de Procedimiento Civil. Así se declara.

 

D E C I S I Ó N

 

En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara  SIN LUGAR el recurso de casación interpuesto por la empresa demandada contra la sentencia definitiva emanada del Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, con sede en Maiquetía,  en fecha 21 de marzo de 2001.

 

 De conformidad con los artículos 320 y 274 del vigente Código de Procedimiento Civil, se condena en costas a la parte recurrente en casación -parte demandada-.

 

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal de la causa, es decir, al Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, con sede en Maiquetía.

 

Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen, antes identificado, todo de conformidad con el artículo 326 del vigente Código de Procedimiento Civil.

 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,   a  los  veinticuatro  ( 24 )  días  del  mes  de   octubre de dos mil uno. Años: 191º de la Independencia y 142º de la Federación.

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

______________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

 

El Vicepresidente,

 

 

________________________

  JUAN RAFAEL PERDOMO

 

Magistrado,

 

 

_____________________________

 ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

 

 

La Secretaria,

 

 

___________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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